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ADMINlSTRACION
pEJUSnCIA

EL SECRETARIO JUDICIAL DE LA SECCIÓN PRIMERA DE LA SALA DE

LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE

JUSTICIA DE CASTILLA LA MANCHA:

DOY FE: Que en los presentes autos del recurso de apelación tramitado

ante esta sala, se ha dictado resolución que, literalmente copiada dice:

Recurso de Apelación nO 190/14

Juzgado de lo Contencioso-Administrativo nO 1 de Guadalajara

SALA DE LO CONTENCIOSO

ADMINISTRATIVO. SECCIÓN la

Iltmos. Sres.:

Presidente:

I1tmo. Sr. D. José Borrego López

Magistrados:

Iltmo. Sr. D. Mariano Montero Martínez

Iltmo. Sr. D. Manuel José Domingo Zaballos

Iltmo. Sr. D. Antonio Rodríguez González

Iltmo. Sr. D. José Antonio Fernández Buendía

S E N T E N e 1 A NO 383

En Albacete, a nueve de diciembre de dos mil quince.

Vistos por la Sección la de la Sala de lo Contencioso Administrativo

del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La Mancha, el recurso de

apelación interpuesto por la mercantil CERQUIA URBANIA, S.L.,

representado por la procuradora Sra. Zamora Martínez, contra la sentencia

nO 338, de fecha 21 de noviembre de 2013, dictada por el Juzgado de lo

Contencioso-Administrativo NO Uno de GUADALAJARA, en el procedimiento

ordinario nO 149/2011, y como parte apelada EL EXCMO. AYUNTAMIENTO

DE GUADALAJARA, representado y asistido por el Servicio Jurídico de la

Excma. Provincial de Albacete y la entidad QUABIT INMOBILIARIA S.A.
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(HERCESA INMOBILIARIA S.A.- AFIRMA GRUPO INMOBILIARIO S.A),

representado por el procurador Sr. Gómez Monteagudo. Siendo Ponente el

I1tmo. Sr. D. Antonio Rodríguez González.

ANTECEDENTES DE HECHO

Primero.- Dicho Juzgado dictó Sentencia con la siguiente parte

dispositiva: "CON DESESTIMACION DEL PRESENTE RECURSO

CONTENCIOSO-ADMNISTRATIVO TRAMITADO EN EL PROCEDIMIENTO

ORDINARIO N.O 149/2011, interpuesto por la entidad mercatil CERQUIA

URBANIA S.L., representado/da por el/la Procurador/ra de los Tribunales

Don/Doña María Teresa López Manrique, contra el Excmo. Ayuntamiento de

Guadalajara,representado/da por el/la letrado/da Don/Doña Miguel Ángel

de la torre Mora, y contra la entidad mercantil QUABIT INMOBILIARIA S.A.

(HERCESA INMOBIUARIA S.A.- AFIRMA GRUPO INMOBILIARIO S.A),

representado/da por el/la Procurador/ra de los tribunales Don/Doña María

Carmen López Muñoz, y contra la resolución de 7 de febrero de 2013 en la

que se estima parcialmente el recurso de reposición interpuesto por la

entidad mercantil CERQUIA URBANIA S.L., contra el acuerdo de al Junta de

gobierno Local de retasacion de los gasto de urbanización del Sector SP-40

l'EI Ruiseñor" DEBO ACORDAR Y ACUERDO que Iso actos administrativos

recurridos son conformes a derecho en su totalidad en relación con los

extremos objeto de impugnación, por lo que los CONFIRMAR Y CONFIRMO

en los términos de la impugnación. SIN REALIZAR ESPECIAL

PRONUNCIAMIENTO EN CUANTO A LAS COSTAS II !
~

Segundo.- Notificada la resolución a las partes interesadas, la parte

actora interpuso recurso de apelación dentro de plazo. Admitido a trámite

por el Juzgado, se dio traslado a las partes demandadas para que hiciesen

alegaciones, trámite que cumplimentaron en legal forma.
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Tercero.- Elevados los autos y el expediente administrativo, en

unión de los escritos presentados, se formó el correspondiente rollo de

apelación. No habiéndose solicitado por las partes personadas la
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celebración de vista, ni considerándose necesaria la misma por este

Tribunal, se señaló para votación y fallo el día 3 de diciembre de 2015,

fecha en la que tuvo lugar.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero.- La sentencia combatida procede a desestimar el recurso

contencioso administrativo rechazando los dos pedimentos en que quedó

concretada la pretensión del actor, tal como se deriva de su fundamento

de derecho cuarto, en particular la pretensión de reducir en la cuantía de

5,386187 euros la suma fijada en la retasación por gasto de urbanización

del Sector SP-40 respecto al capitulo de jardinería de las zonas verdes con

motivo de la incorporación del proyecto pasillo verde Carril Bici y por otro

lado la incorporación ex novo en el proyecto del cerramiento especial

exigido por ADIF en toda la zona del sector limítrofe con al vía del

ferrocarril, por importe de 53.347'24 euros. El primero de los pedimentos

se rechaza al otorgar mayor validez a los informes que obran en el

expediente administrativo frente a la pericial aportada a instancia de la

entidad actora, mientras que respecto a la segunda cuestión considera

que en el presente caso concurren los requisitos exigidos por el artículo

115.4 del TRLOTAU, por cuanto la exigencia de un proyecto por parte

ADIF se deriva de una reforma legislativa que no pudo contemplarse con

ocasión del proyecto inicial de retasación.

Segundo.~ Es consolidada doctrina jurisprudencial la relativa a que

el Tribunal de Apelación no puede revisar de oficio los razonamientos y las

resoluciones (sea Auto o Sentencia de Instancia) al margen de los motivos

y consideraciones aducidas por el apelante como fundamento de su

pretensión que requiere la individualización de los motivos que sirven de

fundamento, a fin de que puedan examinarse los límites y en congruencia

con los términos con que venga facilitada la pretensión revisora de la

resolución de instancia. Lo cual es consustancial al entendimiento de que

el recurso de apelación contencioso administrativo tiene exclusivamente

3

I
I
f
I

t
t

I
l·

¡
I¡

[
f



1
1¡
1 ,-

!
t

,
"¡
J
~,
,~

i
i
!
I
¡

¡
¡
¡

¡
¡

i
¡

l¡
i
j
!,
.~

~
f
!
¡

ADMlNlSTRACJON
DE JUSTICIA

por objeto depurar el resultado procesal contenido en la Instancia

anterior, de tal modo que el escrito de alegaciones de la parte apelante ha

de proceder a una crítica de la Sentencia apelada, que es lo que sirve de

base y fundamento a la pretensión de sustitución de pronunciamiento

recaído antes por otro diferente.

Tercero.- Examinado el contenido del escrito de apelación

ciertamente la parte actora utiliza a la hora de combatir la sentencia los

criterios técnicos y jurídicos de lo que se valió a la hora de combatir la

resolución administrativa. En este sentido pasaremos a reexaminar los dos

puntos sobre los que la parte plantea la pertinencia de declarar la nulidad de

la resolución administrativa recurrida y que ya hemos sintetizado al exponer

el razonamiento que ha llevado a la juzgadora de instancia a desestimar el

recurso, siguiendo para ello el orden de análisis de la sentencia.

Así en primer lugar nos referiremos al alegato segundo del recurso de

apelación cuando Imputa a la sentencia una defectuosa motivación y

valoración probatoria con relación a su pretensión en orden a que se

descontara la suma de 5,368'87 euros de la retasación correspondiente con

el partida 09,03,03 Pavo Terr. Miga/Rio del Subcapítulo 09.03 Pavimentos y

Bordillos. Esta petición se sustenta en el informe pericial aportado a

instancia de la parte actora y suscrito por la arquitecta _

donde se destaca que la ejecución de fasobras del carril

bici a requerimiento del propio Ayuntamiento de Guadalajara determinó la

necesidad de adecuar el proyecto inicial con un incremento de los costes,

pero lo cierto es que subsiste esta partida controvertida cuyo destinó

solamente podría imputarse a la senda peatonal inicialmente prevista.

Como anticipamos en el primer fundamento la sentencia ciertamente

motiva su criterio sobre la base del contenido de los folios 13, 14 Y 15 del

expediente administrativo y un informe de fecha 29 de noviembre de 2012

emitido por la arquitecto municipal y ciertamente este

Tribunal ha destacado en múltiples resoluciones la preferencia de los

informes técnicos de la Administración, dada su objetividad, pero lo cierto

es que en el presente caso los citados por la sentencia en ningún momento
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ADMINISTRACION
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proceden a aportar razón de ciencia alguna a la hora de excluir el

razonamiento de la perito de la entidad ahora apelante, siendo lo cierto es

que sin perjUicio del principio general de carga probatoria, ciertamente la

entidad codemandada, que a la postre procedió a solicitar un aumento de

los costes de urbanizados, gozaba de una evidente facilidad probatoria a la

hora de poder justificar en sede judicial la aplicabilidad de la partida

discutida al proyecto finalmente ejecutado, lo que no concurre en el

presente caso, por cuanto que ninguno de los documentos administrativos

que constan en el expediente ni en particular el informe de la arquitecto

municipal proceden a dar una explicación concreta sobre la cuestión

discutida que permitan refutar el razonamiento de la

siendo por ello que debemos estimar en este punto la alegación de la parte

actora.

Cuarto.- La siguiente cuestión a tratar afecta al gasto del cerramiento

especial acordado por ADIF. Aquí ciertamente nos encontramos con una

cuestión de naturaleza jurídica. La parte apelante destaca en ~u recurso que

incurre en error la juzgadora de instancia al entender que el Real Decreto

2387/2004 de 30 de diciembre por el que se aprueba el· Reglamento del

Sector Ferroviario introdujo una prevención en su artículo 39 que no pudo

ser tenida en cuanta con ocasión de la presentación de la alternativa técnica

y su aprobación en fecha 5 de agosto de 2004 y ello por cuanto la previsión

de establecer un cerramiento ya venía recogido en el Real Decreto

1311/1990 de 28 de septiembre por el que se aprueba el reglamento de la

Ley de ordenación de los Transportes Terrestres, de manera que no puede

considerarse ese gasto como imprevisible, circunstancia requerida

expresamente por el artículo 115,4 del TRLOTAU.

El artículo 39.2 del RD. 2387/2004 establece: Las líneas ferroviarias

convencionales deberán tener instalado un cerramiento, a ambos lados de

la vía, en los tramos en los que esté permitido circular a una velocidad

superior a 160 kilómetros por hora y, en todo caso, en los calificados

como suelo urbano. La calificación de un suelo no urbanizable como

urbano o urbanizable obligará a su propietario a disponer en las líneas
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ferroviarias que lo atraviesen, a su costa y con los condicionamientos

técnicos que determine el administrador de infraestructuras ferroviarias,

de un cerramiento cuando se realicen las actuaciones urbanísticas

correspondientes a la nueva calificación. Con carácter excepcional, por las

especiales características de la línea ferroviaria de que se trate, la

Dirección General de Ferrocarriles podrá ordenar la realización del citado

cerramiento antes de que se inicie la actuación urbanística

correspondiente.

Por su parte el artículo 290.2 del Real Decreto 1211/1990 recogía: La

calificación de un suelo rústico por el que discurra el ferrocarríl como

urbano o urbanizable programado llevará implícita la obligación por parte

de los propietarios de dicho suelo de realizar el correspondiente

cerramiento cuando se realicen las actuaciones urbanísticas consecuentes

a dicha calificación, o antes si, por razones de seguridad, así lo dispone el

Ministerio de Transportes, Turismo y Comunicaciones a propuesta o previo

informe del correspondiente Ayuntamiento.

Sin perjuicio de las dudas que surgen respecto a la viabilidad del

alegato de al actora, dado la semejanza que presentan ambos preceptos,

consideramos que en este caso debe ratificarse el criterio de la juzgadora de

instancia en la medida en que la necesidad de recoger los costes se deriva

del conocimiento de una previsión de gastos que puede cuantificarse en sus

concretos extremos, siendo así que la entrada en vigor del R.D. 2387/2004

si bien no innova plenamente la legislación existente, si que concretiza la

exigencia del establecimiento del cerramiento sobre la base las exigencias

técnicas de ADIF, determinando con ello la introducción de un factor de

incertidumbre que permite entender que concurre los presupuestos de la

existencia de una circunstancia de carácter técnica y objetiva, que

determinaba cuya previsión no pudo ser contemplada con ocasión de la

elaboración del proyecto de urbanización.

Quinto.- La parte apelante destaca la existencia de una incongruencia

omisiva al no tratar la sentencia la pretensión subsidiaria en orden a que se

procediera a delimitar el importe de los gastos del cerramiento sobre la base

de las consideraciones que se contienen en su informe pericial aportado en
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su instancia, que procede a concretar que el importe no debería ser superior

a 40,081 '17 euros frente al aprobado de 53.347'24 y ello por entender que

los precios unitarios en el encofrado en muros 2 caras debía reducirse desde

44'28 a 27 euros y que las medidas del acero corrugado B 400 S deben

reducirse desde 3,261 kg hasta 1.726'29.

El Tribunal comparte con la apelante el criterio de que la sentencia ha

cometido una evidente incongruencia al dejar de examinar una de las

pretensiones articuladas. De la lectura de la sentencia no se objetiva

razonamiento alguna que permita entender que la juzgadora habría

analizado la citada pretensión para posteriormente desestimarla, por lo que

debemos concluir que nos encontramos ante un claro error, que nos lleva a

la necesidad de examinar "ex novo" el material probatorio obrante en las

actuaciones.

Así frente al informe pericial aportado por la entidad apelante,

ratificado en juicio tenemos en esta ocasión por una parte la propia

exigencia técnica contenida en la resolución emitida por ADIF que objetiva

las características de la actuación y no se ha practicado prueba alguna

destinada a corroborar que el agente urbanizador no haya desarrollado la

obra con arreglo a tales exigencias y en particular que el sobrecoste real

sufrido sea el que ha manifestado, sin perjuicio de que hipotéticamente

pueda sostenerse que hubiera sido posible realizar la misma obra con un

menor coste, circunstancia que no puede enervar la posibilidad de que el

agente urbanizador se vea resarcido en sus costes, sin que se haya

acreditado que este haya obtenido un beneficio injusto.

Sexto.- De conformidad con lo prevenido en el artículo 139.2 de la

LJCA, la estimación parcial del recurso debe conllevar que no resulte

oportuno imponer las .costas causadas en esta instancia.

Vistos los artículos citados, sus concordantes y demás de general y

pertinente aplicación,

F A L L A M O S: Que ESTIMAMOS PARCIALMENTE el recurso de

apelación interpuesto por la representación procesal de la mercantil
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CERQUIA URBANIA, S.L. contra la sentencia nO 338, de fecha 21 de

noviembre de 2013, dictada por el Juzgado de lo Contencioso­

Administrativo NO Uno de GUADALAJARA, en el procedimiento ordinario nO

149/2011, la cual revocamos, acordando en su lugar estimar parcialmente

el recurso contencioso administrativo formulado frente a la resolución de 7

de febrero de 2013 en la que se estima parcialmente el recurso de

reposición interpuesto por la entidad mercantil CERQUIA URBANIA S.L.,

contra el acuerdo de al Junta de gobierno Local de retasación de los gasto

de urbanización del Sector SP-40 "El Ruiseñor", declarando la nulidad parcial

de la misma, en la medida en que debe excluirse del importe de la

retasación la la suma de 5,368'87 euros de la retasación correspondiente

con el partida 09,03,03 Pavo Terr. Miga/Rio del Subcapítulo 09.03

Pavimentos y Bordillos, rechazando el resto de pedimentos contenidos en la

demanda y todo ello sin especial imposición de las costas causadas en

ninguna de las dos instancias.
f
1

que como

11FEB. 201&

cumplimiento de lo acordado, xpido y firmo

Así por esta nuestra sentencia de la que se llevará certificación literal a los

autos originales y la que se notificará con expresión de que contra ella no

cabe recurso ordinario, la pronunciamos, mandamos y firmamos.

José Borrego López, Mariano Montero Martínez, Manuel José Domingo

Zaballos, Antonio Rodríguez González, José Antonio Fernández Buendía.­

PUBLICACIÓN. Leída y publicada ha sido la anterior sent la p el Iltmo. Sr.

Magistrado Ponente, estando celebrando audiencia p' ica en el dí

la Sala de lo Contencioso Administrativo que a firma, y de

Secretario certifico.

Lo relacionado y preinserto oncuerda bien y fielmente con su original a

que me remito en caso necesario.

y para que conste

la presente en Albacete a
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JOO. CONTENCIOSO/ADMTVO. N. 1
GUADALAJARA

ADMINISTRACION
DE JUSTICIA SENTENCIA: 00338/2 O13

AVENIDA DEL EJÉRCITO, 12 - EDIFICIO SERVICIOS MÚLTIPLES

N.I.G: 19130 45 3 2011 0101070

Procedimiento: PROCEDIMIENTO ORDINARIO 0000149 /2011
Sobre: ADMINISTRACION LOCAL

De: CERQUIA URBANIA, S.L.
Procurador Da: MARIA TERESA LOPEZ MANRIQUE

Contra AYUNTAMIENTO DE GUADALAJARA
Letrado: LETRADO DEL AYUNTAMIENTO

CODEMANDADO: HERCESA INMOBILIARIA y QUABIT

Procurador Da MARIA DEL CARMEN LOPEZ MUÑOZ

/ - L

URBANISMO. RETASACION DE GASTOS DE URBANIZACIÓN.

SENTENCIA N° 338/2013.

En Guadalajara a veintiuno de noviembre de dos mil trece.

Vistos por la Ilma. Sra. María del Mar Coque Sánchez,
Magistrado Juez del Juzgado de lo Contencioso Administrativo
n° 1 de esta localidad, los autos de procedimiento ordinario
149/2011, seguidos a instancia de la entidad mercantil
CERQUIA URBANIA S. L, representado/da por el/la Procurador/ra
de los Tribunales Don/Doña María Teresa López Manrique, contra
el Excmo. Ayuntamiento de Guadalaj ara, representado/da por
el/la letrado/da Don/Doña Miguel Ángel de la Torre Mora, y
contra la entidad mercantil QUABIT INMOBILIARIA S.A (HERCESA
INMOBILIARIA S. A. - AFIRMA GRUPO INMOBILIARIO S .A) ,
representado/da por el/la Procurador/ra de los Tribunales
Don/Doña María del Carmen López Muñoz, sobre urbanismo
(RETASACION DE GASTOS DE PARCELACIÓN), en virtud de las
facul tades conferidas por la Constitución dicto la presente
sentencia atendiendo a los siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO.

PRIMERO. - Por el/la Procurador/ra de los Tribunales Don/Doña
María Teresa López Manrique, en nombre y representación de la
entidad mercantil CERQUIA URBANIA S. L el 28 de junio de 2 O11
se interpuso recurso contencioso administrativo contra el
Excmo. Ayuntamiento de Guadalaj ara, impugnando la resolución
desestimatoria presunta del recurso de reposición interpuesto
contra el acuerdo de la Junta de Gobierno Local de 30 de abril
de 2010 por el que se aprueba parcialmente la retasación de
los gastos de urbanización del Sector SP-40 "el Ruiseñor".

Mediante diligencia de ordenación de fecha 1 de septiembre
de 2011 se requiere al recurrente la subsanación de los
defectos advertidos.

Subsanados los defectos advertidos, mediante decreto de
fecha 28 de septiembre de 2011 se tiene por interpuesto el
recurso contencioso administra tiva de la entidad mercantil



ADMINISTRACION
DE JUSTICIA

CERQUIA URBANIA S. L contra el Excmo. Ayuntamiento de
Guadalajara, se acuerda su tramitación por las normas del
procedimiento ordinario, se tiene por personado/da y parte a
el/la Procurador/ra de los Tribunales Don/Doña María Teresa
López Manrique en nombre y representación de la entidad
mercantil CERQUIA URBANIA S. L, Y se requiere a la
administración recurrida la remisión del expediente
administrativo.

EllO de octubre de 2011 el/la Procurador/ra de los
Tribunales Don/Doña María Teresa López Manrique en nombre y
representación de la entidad mercantil CERQUIA URBANIA S.L se
pide aclaración al decreto de admisión. Mediante diligencia de
ordenación de fecha 21 de octubre de 2011 en atención a la
aclaración solicitada por el/la Procurador/ra de los
Tribunales Don/Doña María Teresa López Manrique en su
representación se concede a la parte el termino de cinco días
para que se reafirme en este recurso contencioso
administrativo y en consecuencia se desiste de su personación
como codemandada en el PO 219/2010 o viceversa si a su derecho
conviniere. Mediante otrosi solicita la acumulación del
procedimiento 149/2011 al procedimiento 219/2010.

El 28 de octubre de 2011 el/la Procurador/ra de los
Tribunales Don/Doña María Teresa López Manrique en su
representación pretende la continuación del procedimiento
149/2011, desistiendo en su personación como codemandada en el
procedimiento ordinario 219/2010.

Recibido el
de ordenación de
recurrente para
veinte días.

expediente administrativo mediante diligencia
fecha 14 de noviembre de 2011 se entrega a la
que formalice la demanda en el término de

Presentados los emplazamientos efectuados por el Excmo.
Ayuntamiento de Guadalajara, mediante diligencia de ordenación
de fecha 16 de diciembre de 2011

El 23 de diciembre de 2011 el/la Procurador/ra de los
Tribunales Don/Doña María Teresa López Manrique, en nombre y
representación de la entidad mercantil CERQUIA URBANIA S.L
presenta demanda en la que después de alegar los hechos y los
fundamentos de derecho que estimaba de pertinente aplicación
terminaba suplicando que se dictara sentencia por la que se
declare la nulidad de la resolución recurrida declarando que
no procede la retasación de los gastos de urbanización
correspondientes a la partida "cerramiento de la vía del
ferrocarril", y en cuanto a la retasación de los gastos. de
urbanización correspondientes a la partida denominada
"incorporación del carril-bici" se declare" que solo son
procedentes los correspondientes al concepto de "modificación
capítulo de jardinería por la incorporación del carril-bici"
por un importe total de CIENTO CUARENTA Y NUEVE MIL
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TRESCIENTOS CUARENTA Y DOS EUROS CON VEINTITRES CENTIMOS DE
EUROS (149.342,23 EUROS), Y con carácter subsidiario, para el
improbable caso de que se estime conforme a derecho la
retasación de la partida al cerramiento de la vía del
ferrocarril se declare que el importe máximo de ej ecución es
de CUARENTA MIL OCHENTA Y UN CENTIMOS (40.081,00 EUROS), de
conformidad con la valoración realizada en el informe pericial
que se acompaña, y todo ello sin perjuicio de la posibilidad
de mejorar la presente demanda para el caso de que se declare
procedente la acumulación de recursos solicitada.

Mediante diligencia de ordenación de fecha 27 de diciembre
de 2011 se admite a trámite la demanda y se acuerda su entrega
a la entidad recurrida para que conteste a la demanda en el
término de veinte días.

El 7 de febrero de 2012 el/la Procurador/ra de los
Tribunales Don/Doña María del Carmen López Muñoz en nombre y
representación de la entidad mercantil QUABIT INMOBILIARIA S.A
(HERCESA INMOBILIARIA S.A.- AFIRMA GRUPO INMOBILIARIO S.A) se
persona en las actuaciones. Mediante diligencia de ordenación
de fecha 13 de febrero de 2012 se tiene por personado/da a
el/la Procurador/ra de los Tribunales Don/Doña María del
Carmen López Muñoz en tal representación.

SEGUNDO.- El 19 de febrero de 2012 el letrado/da Don/Doña
Miguel Ángel de la Torre Mora en nombre y representación del
Excmo. Ayuntamiento de Guadalajara, contesta a la demanda y
después de alegar los hechos y los fundamentos de derecho que
estimaba de pertinente aplicación terminaba suplicando la
desestimación del recurso.

Mediante diligencia de ordenación de fecha 20 de febrero
de 2012 se da traslado de la demanda a la codemandada, la
entidad mercantil QUABIT INMOBILIARIA S.A (HERCESA
INMOBILIARIA S.A. - AFIRMA GRUPO INMOBILIARIO S.A), para que
conteste a la demanda en el término de veinte días.

El 26 de marzo de 2012, el/la Procurador/ra de los
Tribunales Don/Doña María del Carmen López Muñoz en nombre y
representación de la entidad mercantil QUABIT INMOBILIARIA S.A
(HERCESA INMOBILIARIA S.A.- AFIRMA GRUPO INMOBILIARIO S.A)
contesta a la demanda y después de alegar los hechos y los
fundamentos de derecho que estimaba de pertinente aplicación
terminaba suplicando la desestimación integra del recurso.

Mediante decreto de fecha 30 de marzo de 2012 se fija la
cuantía del· procedimiento en la de 149.922,09 euros, y
mediante auto de la fecha se tiene por contestada a la demanda
y se acuerda recibir el procedimiento a prueba concediendo las
partes el término de quince días para proposición.
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TERCERO.- Mediante auto de fecha 24 de mayo de 2012 se abre el
periodo de prueba por el término de treinta días, y se admite
y declara la pertenencia de la prueba que se estima necesaria,
señalándose el 11 de diciembre de 2012 para la prueba pericial
de la arquitecta'

El día señalado se celebra la prueba propuesta y de
conformidad con el acta y con el correspondiente soporte de
reproducción audiovisual.

El 14 de diciembre de 2012 el/la Procurador/ra de los
Tribunales Don/Doña María Teresa López Manrique en su
representación suplica que se acuerde concluso el periodo de
prueba, otorgando a esa parte el lazo de diez días para
presentar escrito de conclusiones.

Mediante providencia e fecha 20 de diciembre de 2012 se
acuerda cerrar el periodo de práctica de la prueba,
concediendo a las partes el plazo de 10 días para que formulen
sus conclusiones de conformidad con el acta de la vista.

El 14 de enero de 2013 el/la Procurador/ra de los
Tribunales Don/Doña' María Teresa López Manrique en nombre y
representación de la entidad mercantil CERQUIA URBANIA S.L
presenta sus conclusiones suplicando sentencia por la que se
declare la nulidad de la resolución recurrida declarando que
las partidas correspondientes a los conceptos por
incorporación del "cerramiento de la línea del ferrocarriF',
no constituyen circunstancias técnicas objetivas imprevisibles
y no pueden ser obj eto de retasación, suprimiendo el importe
presupuestario de 53.347,24 euros de los gastos de
urbanización, y en cuanto a la retasación de los gastos de
urbanización correspondientes a la partida denominada
"incorporación del carril-bici" se declare que solo son
procedentes los estrictamente necesarios consecuencia de la
incorporación del carril-bici por un importe total de CIENTO
CUARENTA Y NUEVE MIL TRESCIENTOS CUARENTA Y DOS EUROS CON
VEINTITRES CENTIMOS (149.342,23 EUROS), importe máximo y por
todos los conceptos de la modificación de los gastos de
urbanización del Sector SP-40 El Ruiseñor.

Mediante diligencia de constancia y dación de cuenta de
fecha 22 de marzo de 2013 se da cuenta a su SSa de conformidad
con el artículo 64.4 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso
Administrativa.

El 17 de abril de 2013 el/la Procurador/ra de los
Tribunales Don/Doña María Teresa López Manrique en nombre y
representación de la entidad mercantil CERQUIA URBANIA S. L
presenta escrito en el que refiere que el Excmo. Ayuntamiento
de Guadalajara ha adoptado el 7 de febrero de 2013 acuerdo en
el que estima parcialmente el recurso de reposición
interpuesto por la entidad mercantil CERQUIA URBANIA S.L
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contra el acuerdo de la Junta de Gobierno local dé 30 de abril
de 2010 por el que se aprueba parcialmente la retasación de
los gastos de urbanización del sector SP 40 ~el Ruiseñor fl

solicitada por el Agente Urbanizador Unión Temporal de
Empresas HERCESA INMOBILIARIA S.A.- AFIRMA GRUPO INMOBILIARIO
S.A.

Mediante providencia de fecha 24 de abril de 2013 no se
estima el momento procesal oportuno para plantear la
ampliación solicitada. El 8 de mayo de 2013 el/la
Procurador/ra de los Tribunales Don/Doña María Teresa López
Manrique en nombre y representación de la entidad mercantil
CERQUIA URBANIA S.L se interpone recurso de reposición contra
la providencia de fecha 24 de abril de 2013 y después de
alegar los hechos y fundamentos que estima de pertinente
aplicación termina suplicando la revocación de la resolución
recurrida. Mediante diligencia de ordenación de fecha 14 de
mayo de 2013 se da traslado a las partes para que en el
término de cinco días puedan impugnar el recurso de
reposición. Mediante diligencia de ordenaci,ón de fecha 6 de
junio de 2013 quedan las actuaciones a disposición de su SS
para resolver.

El 19 de septiembre de 2013 se dicta auto por el que se
acuerda la admisión de la solicitud de ampliación efectuada
por el/la Procurador/ra de los Tribunales Don/Doña María
Teresa López Manrique, revocando la resolución recurrida, y
mediante diligencia de ordenación de fecha 19 de septiembre de
2013 se acuerda la suspensión del procedimiento y dar traslado
a la parte por el termino de cinco días para que formulen
alegaciones.

El 8 de octubre de 2013 el/la Procurador/ra de los
Tribunales Don/Doña 'María del Carmen López Muñoz en nombre y
representación de la entidad mercantil QUABIT INMOBILIARIA S.A
(HERCESA INMOBILIARIA S.A.- AFIRMA GRUPO INMOBILIARIO S.A) no
se opone a la solicitud de la ampliación solicitada.

El 9 de octubre de 2013 el/la letrado/da Don/Doña Miguel
Ángel de la Torre Mora en su representación presenta
alegaciones no poniendo objeción alguna a la ampliación
solicitada.

Mediante diligencia de ordenación de fecha 10 de octubre
de 2013 se tienen por efectuadas las alegaciones y quedan los
autos a disposición de su SSa para resolver. El 14 de octubre
de 2013 se dicta auto acordando la ampliación solicitada.

Mediante providencia de fecha 4 de noviembre de 2013 se
declara concluso el recurso para sentencia.

CUARTO.- En la tramitación de este procedimiento se han
observado las prescripciones legales.
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FUNDAMENTOS DE DERECHO.

PRlMERO.- En el presente recurso contencioso-administrativo se
impugna por el recurrente el acuerdo del Ayuntamiento de
Guadalajara de fecha el 7 de febrero de 2013 acuerdo en el que
estima parcialmente el recurso de reposición interpuesto por
la entidad mercantil CERQUIA URBANIA S.L contra el acuerdo de
la Junta de Gobierno local de 30 de abril de 2010 por el que
se aprueba parcialmente la retasación de los gastos de
urbanización del Sector SP-40 "el Ruiseñor". Por todo ello
pretende sentencia por la que se declare la nulidad de la
resolución recurrida declarando:

1 ° . - No procede la retasación de los gastos de
urbanización correspondientes a la partida "cerramiento de
la via del ferrocarril", y con carácter subsidiario, para
el improbable caso de que se estime conforme a derecho la
retasación de la partida al cerramiento de la vía del
ferrocarril se declare que el importe máximo de ejecución
es de CUARENTA MIL OCHENTA Y UN CENTIMOS (40.081,00
EUROS) .

2°.- En cuanto a la retasación de los gastos de
urbanización correspondientes a la partida denominada
"incorporación del carril-bici" se declare que solo son
procedentes los correspondientes al concepto de
"modificación capitulo de jardinería por la incorporacl0n
del carril-bici" por un importe total de CIENTO CUARENTA Y
NUEVE MIL TRESCIENTOS CUARENTA Y DOS EUROS CON VEINTITRES
CENTIMOS DE EUROS (149.342,23 EUROS).

Por parte de la entidad recurrida, el Excmo. Ayuntamiento
de Guadalaj ara, se pretende la desestimación del recurso por
ser las resoluciones recurridas ajustadas a derecho.

Por parte de la entidad mercantil QUABIT INMOBILIARIA S.A
(HERCESA INMOBILIARIA S.A. - AFIRMA GRUPO INMOBILIARIO S .A) se
pretende la desestimación integra del recurso.

No siendo controvertidas las legitimaciones ad procesum,
los hechos controvertidos se han de centrar en determinar si
las resoluciones recurridas son ajustadas a derecho de
conformidad con los motivos alegados por la recurrida.

SEGUNDO. - La Sentencia del Tribunal Constitucional 2003/182
de 20 de octubre señala que dicho Tribunal ha declarado
rei teradamente, desde la temprana la Sentencia del Tribunal
Constitucional 19/1981, de 8 de junio , que el derecho a 1a
tute1a judicial efectiva, que se reconoce en el artículo 24.1
de la Constitución, primordialmente, el derecho de acceso a la
jurisdicción, es decir, el derecho a provocar la actividad
jurisdiccional que desemboque en una decisión judicial, por lo
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que el derecho a obtener de los Jueces y Tribunales una
resolución razonada y fundada en Derecho sobre el fondo de las
pretensiones oportunamente deducidas por las partes en el
proceso se erige en un elemento esencial del contenido del
derecho a la tutela judicial efectiva (por todas, la Sentencia
del Tribunal Constitucional 115/1999, de 14 de junio ). Ahora
bien, al ser el derecho a la tutela judicial efectiva un
derecho prestacional de configuración legal, su efectivo
ej ercicio se encuentra supeditado a la concurrencia de los
presupuestos y requisitos que, en cada caso, haya establecido
el legislador, quien no puede, sin embargo, fijar obstáculos o
trabas arbitrarios o caprichosos que impidan el acceso al
proceso, vulnerando la tutela judicial garantizada
constitucionalmente (Sentencia del Tribunal Constitucional
185/1987, de 18 de noviembre ). Por esta razón, también se
satisface el derecho a la tutela judicial con la obtención de
una resolución de inadmisión, que impide entrar en el fondo de
la cuestión planteada, si esta decisión se funda en la
existencia de una causa legal que así lo justifique, aplicada
razonablemente por el órgano judicial (entre otras, la
Sentencias del Tribunal Constitucional 108/2000, de 5 de mayo
y 201/2001, de 15 de octubre). Pero también han dicho que los
órganos judiciales están constitucionalmente obligados a
aplicar las normas que regulan los requisitos y presupuestos
procesales teniendo siempre presente el fin perseguido por el
legislador al establecerlos, evitando cualquier exceso
formalista que los convierta en obstáculos procesales
impeditivos de acceso a la jurisdicción que garantiza el arto
24.1 CE, lo que, sin embargo, no puede conducir a que se
prescinda de los requisitos establecidos por las Leyes que
ordenan el proceso y los recursos, en garantía de los derechos
de todas las partes (Sentencias del Tribunal Constitucional
17/1985, de 9 de febrero y 64/1992, de 29 de abril). No en
vano, ha señalado dicho Tribunal que el principio hermenéutico
"pro actione" opera en el ámbito del acceso a la jurisdicción
con especial intensidad, de manera que, si bien tal principio
no obliga a la forzosa selección de la interpretación más
favorable a la admisión de entre todas las posibles, sí
proscribe aquellas decisiones de inadmisión que por su
rigorismo, por su formalismo excesivo o por cualquier otra
razón revelen una clara desproporción entre los fines que
aquellas causas preservan y los intereses que sacrifican
(Sentencia del Tribunal Constitucional 238/2002, de 9 de
diciembre ). En este sentido la Sentencia del Tribunal
Constitucional 45/2002, de 25 de febrero afirma que los
Jueces y Tribunales deben llevar a cabo una adecuada
ponderación de los defectos que adviertan en los actos
procesales de las partes, guardando la debida proporcionalidad
entre la irregularidad cometida y la sanción que debe
acarrear, a fin de procurar, siempre que sea posible, la
subsanación del defecto o irregularidad, favoreciendo de este
modo la conservación de la eficacia de los actos procesales y
del proceso como instrumento para alcanzar la efectividad de
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la tutela judicial. Y en dicha ponderación es preciso que se
tomen en consideración, tanto la entidad del defecto y su
incidencia en la consecución de la finalidad perseguida por la
norma infringida, como su trascendencia para las garantías
procesales de las demás partes del proceso y la voluntad y
grado de diligencia procesal apreciada en la parte, en orden
al cumplimiento del requisito procesal omitido o
irregularmente observado. Asimismo, en la Sentencia del
Tribunal Constitucional 149/1996, de 30 de septiembre se dijo
que si el órgano judicial no hace lo posible para la
subsanación del defecto procesal que pudiera considerarse como
subsanable, o impone un rigor en las exigencias más allá de la
finalidad a que las mismas responden, la resolución judicial
que cerrase la vía del proceso o del recurso sería
incompatible con la efectividad del derecho a la tutela
judicial, ya que, como se señaló en la Sentencia del Tribunal
Constitucional 213/1990, de 20 de diciembre, los presupuestos
y requisitos formales no son valores autónomos que tengan
sustantividad propia, sino que son instrumentos para conseguir
una finalidad legítima, con la consecuencia de que, si aquella
finalidad puede ser lograda sin detrimento de otros bienes o
derechos dignos de tutela, debe procederse a la subsanación
del defecto.

El Tribunal Supremo ha manifestado que la Jurisdicción
Contencioso-Adininistrativa es, por esencia, una jurisdicción
revisora, en el sentido de que es necesario que exista un acto
previo de la Administración, para que éste pueda ser examinado
en cuanto a su adecuación o inadecuación al ordenamiento
jurídico, o que, sin acto previo se haya dado a la
Administración, posibilidad de dictarlo, examinando todas y
cada una de las cuestiones planteadas o las que se deriven del
expediente administrativo (sentencias del Tribunal Supremo de
9-10-1990 y 18-5-1993 ). En definitiva, la función revisora ha
de proyectarse sobre la conformidad o disconformidad a Derecho
del acto revisado, en consideración al Ordenamiento Jurídico
aplicable a la fecha en que éste se produjo (Sentencia de 14­
4-1993), sin que sea dable que a falta de pronunciamiento por
el órgano administrativo competente, la Sala pueda proceder a
su sustitución, cuya función no es ésta, sino contrastar el
acto administrativo con el Ordenamiento Jurídico". (Sentencia
Tribunal Supremo (Sala de lo Contencioso-Administrativo,
Sección 3 a ), de 24 junio 2002). " ... esta Sala se ha decantado
sistemáticamente por la desestimación de los recursos
planteados (sentencias de 14 de febrero del 2005 y 11 de
noviembre del mismo año, por ejemplo) por las siguientes
razones. Veamos: Constituye simple exposición de la teoría
general del acto administrativo la afirmación de que todos
ellos, salvo aquéllos a que expresamente la Ley se lo niegue,
son ej ecutorios; esto es, obligan al inmediato cumplimiento
aunque otro suj eto discrepe sobre su legalidad. Por ello se
dice que la decisión administrativa se beneficia de una
presunción de legalidad que la hace de cumplimiento necesario,



ADMINISTRACION
DE JUSTICIA

sin necesidad de tener que obtener ninguna sentencia
declarativa previa, derivándose dos consecuencias bien
importantes de esa "presunción de legitimidad" de las
decisiones administrativas: a) La declaración administrativa
que define una situación jurídica nueva crea inmediatamente
esta situación, como precisaba el artículo 45.1 de la L.P.A.
de 1958 mantiene, con leve distingo terminológico, el 57.1 de
la L. P. C.: "Los actos de las Administraciones Públicas se
presumirán válidos y producirán efectos desde la fecha en que
se dicten". b) La presunción de legalidad d.e la decisión es,
no obstante, iuris tantum y no definitiva. Se trata de una
técnica formal para imponer el inmediato cumplimiento de las
decisiones administrativas, consagrando una capacidad de
autotutela a la Administración y dispensándola de la necesidad
de obtenerla de los Tribunales, pero, naturalmente, sin que
ello suponga excluir la eventual y posterior intervención de
aquéllos. Concretamente, la presunción de legalidad del acto
opera en tanto que los interesados no la destruyan, para lo
cual tendrán que impugnarlo mediante las vías de recurso
disponibles y justificar que el acto, en realidad, no se
ajusta a Derecho, declaración, por otra parte, que no se
produce en el proceso contencioso sino en la sentencia final,
de lo que resulta que hasta ese momento sigue operando la
citada presunción de legalidad. Como, de otra parte, el
recurso contencioso administrativo es un proceso histórico,
tendente a exa."minar la adecuación o no a Derecho del acto
recurrido en el momento en que se dicta, no cabe pretender en
un recurso obtener la declaración jurisdiccional de nulidad de
un acto con base en la potencial nulidad de otro distinto, del
que el primero emana, por el mero hecho de haber sido también
obj eto de la oportuna impugnación, ya que hasta que dicha
sombra de nulidad no se torne real y efe'ctiva mediante la
correspondiente sentencia, seguirá dicho acio presumiéndose
válido y ej ecutivo y, por tanto, rechazable, por infundada,
toda pretensión anulatoria que parta de la base de anticipar
al momento de la interposición del recurso .la destrucción de
la presunción legal citada. La necesaria congruencia entre el
acto administrativo impugnado y la pretensión deducida en el
proceso administrativo, exigida por el carácter revisor de la
actuación ádministrativa que le confiere el artículo 106.1 de
la Constitución, impone también que no pueda anularse un acto
administrativo en función de datos nuevos sustraídos al
conocimiento de la Administración y sobre los cuales,
obviamente, no pudo ésta pronunciarse.

En el proceso contencioso administrativo, como según
reiterada jurisprudencia establece, y de los artículos 31 a
33, 45 Y 56 de nuestra ley jurisdiccional cabe deducir que la
delimitación del, objeto litigioso se hace en dos momentos
distintos, primero en el de la interposición del recurso,
donde habrá de indicarse la disposición, acto, inactividad o
actuación contra el que se formula, y después en el de la
demanda, donde, siempre en relación con estos, se deducirán
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las correspondientes pretensiones, que deberán ser en su caso
contradichas por la demandada en su escrito de contestación,
sin que en posteriores fases procesales puedan suscitarse
cuestiones nuevas que no hayan constituido el objeto del
debate, tal y como se planteó en los escritos de demanda y
contestación, en los términos del artículo 52. Ello siempre
sobre la base de que, a tenor del 65, no cabe plantear tampoco
en el escrito de conclusiones, destinado a sucintas
alegaciones sobre los hechos, prueba practicada y fundamentos
jurídicos en que se apoyen las respectivas posiciones,
cuestiones que no hayan sido suscitadas en los de demanda y
contestación, salvo que el juez o tribunal de oficio lo
considere oportuno, y siempre a salvo la posibilidad de
solicitar el demandante en él pronunciamiento concreto sobre
la existencia y cuantía de posibles daños y perjuicios. Los
puntos de hecho y de derecho que configuran los problemas
litigiosos, tal como exigen principios procesales básicos
conocidos de las partes, habrán de hacerse constar así en la
fase de alegaciones, pues con posterioridad a la misma no cabe
alterar los términos del debate con la introducción de
cuestiones nuevas en los escritos de conclusiones

El órgano judicial sólo está vinculado por la esencia de
lo pedido y discutido en el pleito, y no por la literalidad de
las concretas pretensiones ejercitadas, tal y como hayan sido
formalmente solicitadas por los litigantes, de forma que no
existirá la incongruencia extra petitum cuando el Juez o
Tribunal decida o se pronuncie sobre una pretensión que, aun
cuando no fue formal o expresamente ej erci tada, estaba
implícita o era consecuencia inescindible o necesaria de los
pedimentos articulados o de la cuestión principal debatida en
el proceso, como ocurre en materia de intereses legales o de
costas procesales (por todas, src 278/2006, de 25 de
septiembre) .

TERCERO.- El Decreto Legislativo 1/2004, de 28 de diciembre de
2004, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de
Ordenación del Territorio y de la Actividad Urbanística (DOCM
19 Enero 2005) (texto vigente 1/1/2006 a 25/05/2009) (Derogado
por el nO 1 de la disposición derogatoria del Decreto
Legislativo 1/2010 de 18 de mayo por el que se aprueba el
texto refundido de la ley de Ordenación del Territorio y de la
Actividad Urbanística (DOCM 21 de mayo» refiere en su
articulo 115 en cuanto a los gastos de urbanización que:

~1. Los gastos de urbanización que corren a cargo de los
propietarios de los terrenos comprendidos en una unidad de
actuación son todos los correspondientes a los siguientes
conceptos:

a) Obras de vialidad, comprensivas en todo caso de
las de explanación, afirmado y pavimentación de
calzadas; construcción y encintado· de aceras; y
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construcción de las canalizaciones para servicios en
el subsuelo de las vías o de las aceras.

b) Obras de saneamiento, inclusivas de las de
construcción de colectores generales y parciales,
acometidas, alcantarillas, ramales, sumideros y
atarjeas para aguas pluviales y estaciones
depuradoras, en la proporción que corresponda a la
unidad de actuación.

c} Obras para la instalación y el funcionamiento de
los servicios públicos de suministro de agua,
incluyendo las de captación de ésta cuando sean
necesarias y las de distribución domiciliaria de agua
potable, de riego y de hidrantes contra incendios; de
suministro de energía eléctrica, comprendiendo la
conducción y la distribución, así como el alumbrado
público, comunicación telefónica y cualquiera otra
que estuvieran previstas por el planeamiento.

d} Obras de ajardinamiento y arbolado, así como de
amueblamiento urbano, de parques y jardines y vías
públicas.

e) 'Redacción técnica y anuncios preceptivos en la
tramitación administrativa de los diferentes
instrumentos de planeamiento de desarrollo precisos
para la ordenación detallada y de los proyectos de
urbanización y de reparcelación.

f) Gastos de promoción y gestión de la actuación
urbanizadora, incluyendo el beneficio o la
retribución empresarial del urbanizador.

g) Indemnizaciones que procedan en favor de
propietarios o titulares de derechos, incluidos los
de arrendamiento, referidos a edificios y
construcciones que deban ser demolidos con motivo de
la ejecución del planeamiento, así como de
plantaciones, obras e instalaciones que deban
desaparecer por resultar incompatibles con éste.

h) Cuando así se prevea expresamente en el
planeamiento a ej ecutar o en el Programa de
Actuación, además, las obras de infraestructura y
servicios exteriores a la unidad de actuación que
sean precisas tanto para la conexióh adecuada de las
redes de la unidad a las generales municipales o
supramunicipales, como para el mantenimiento de la
funcionalidad de éstas, así como cualesquiera otras
cargas suplementarias que se impongan a los terrenos.

2. Los gastos de conservación de la urbanización que
corresponden al urbanizador y a los propietarios de los
solares resultantes hasta la recepción por la
Administración de las obras realizadas, son los
correspondientes al mantenimiento de todas las obras y los
servicios previstos en el número anterior.
3. Los propietarios de los solares resultantes y el
urbanizador tendrán derecho a resarcirse, con cargo a las
entidades concesionarias o prestadoras de los

\ .
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correspondientes servicios, de los gastos correspondientes
a las obras precisas para el primer establecimiento y el
mantenimiento de los servicios de abastecimiento de agua
potable, suministro de energía eléctrica y, en su caso,
telefonía, en la parte que, conforme a la reglamentación o
las condiciones de prestación de éstos no deba ser asumida
por los usuarios. Los costes de establecimiento y de
conservación se acreditarán mediante certificación
expedida por la Administración actuante.
4. El Municipio podrá aprobar, previa audiencia de los
propietarios, la modificación de la previsión inicial de
gastos de urbanización en el caso' de aparición de
circunstancias técnicas objetivas, cuya previsión por el
urbanizador no hubiera sido posible con ocasión de la
elaboración del proyecto de urbanización. La retasación de
los costes no podrá suponer modificación o incremento en
la cuantia del beneficio empresarial del urbanizador".

y debemos de traer
artículo 110 del mismo
siguientes premisas y en
Urbanizadora:

a colación los apartados 1 a 4 del
texto legal podemos establecer las
cuanto a los Programas de Actuación

1.- Los Programas de Actuación Urbanizadora determinan y
organizan la actividad de ejecución en los Municipios que
cuenten con Plan de Ordenación Municipal, fijando la forma
de gestión de aquélla y estableciendo de manera definitiva
los ámbitos de ej ecución concretos y las condiciones de
desarrollo necesarias para la completa ejecución de la
actuación urbanizadora.

2.- Los Programas de Actuación Urbanizadora deberán
abarcar una o varias unidades de actuación completas y
satisfacer los siguientes objetivos funcionales básicos:

a) Conectar e integrar adecuadamente la urbanización a que
se refieran con las redes de infraestructuras,
comunicaciones y servicios públicos existentes.

b) Suplementar las infraestructuras y dotaciones públicas
en lo necesario para no disminuir sus niveles de calidad o
capacidad de servicio existentes o deseables.

c) Urbanizar completamente la unidad o unidades de
actuación que constituyan su objeto y realizar las obras
públicas complementarias que se precisen para cumplir lo
dispuesto en las letras anteriores, haciendo todo ello con
sujeción a plazos pormenorizados.

d) Obtener gratuitamente en favor de la Administración las
infraestructuras y los suelos dotacionales públicos del
ámbito de"la actuación.

e) Obtener gratuitamente a favor de la Administración
actuante el aprovecharil'iento que exceda del privativa de
los propietarios de los terrenos para destinarlo al
patrimonio público de suelo conforme a lo establecido en
el apartado 2) Y a las compensaciones previstas en el
apartado 3), del párrafo segundo de la letra b) del
artículo 68.
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El coste de las inversiones necesarias para cumplir estos
obj etivos podrá repercutirse en los propietarios de los
terrenos para el cumplimiento del régimen urbanístico de
la propiedad.

3.- Los Programas de Actuación Urbanizadora:

a) Describirán las obras de urbanización a realizar y, en
su caso, las de edificación con el grado de detalle, al
menos, de anteproyecto.

b) Preverán el inicio de su ejecuclon material dentro de
su primer año de vigencia y la conclusión de la
urbanización antes de los cinco años desde su inicio.
Por causas excepcionales y previo informe favorable de la
Comisión Regional de Urbanismo podrán aprobarse, no
obstante, Programas de Actuación Urbanizadora con plazos
más amplios o prórrogas de éstos.

c) Determinarán
distintas fases,
actuación.

el calendario de su desarrollo en sus
trabajos y gestiones que integran la

d) Asegurarán el cumplimiento de sus previsiones, mediante
garantía, financiera o real, prestada y mantenida por el
adj udicatario seleccionado como urbanizador, por el
importe mínimo que reglamentariamente se determine, que
nunca podrá ser inferior al siete por cien del coste
previsto de las obras de urbanización, en el caso de que
se refieran a actuaciones a ej ecutar por gestión
indirecta.

4.- Los Programas de Actuación Urbanizadora contendrán los
siguientes documentos:

4.1. Una alternativa técnica conformada por:

a) Documento expresivo de la asunción de la ordenación
detallada establecida en el Plan de Ordenación Municipal o
que contenga propuesta de ordenación que complete
detalladamente la del sector, o unidad de actuación, o
modifigue la determinada en el planeamiento. Si la
modificación propuesta afectara al área de reparto
definida en el Plan de Ordenación Municipal, el
aprovechamiento tipo resultante deberá cumplir las
condiciones señaladas en los números 1 y 2 del artículo
70, sin perjuicio de la aplicación posterior en el
proyecto de reparcelación de los coeficientes de
ponderación previstos en el número 3 del artículo 72.

b) Anteproyecto de urbanización con los
contenidos mínimos:

siguientes

y esquema de las obras de urbanización,
como mínimo, los elementos

y relevantes que permitan determinar

1) Definición
describiendo,
significativos
su coste total.



al menos, a las
urbanización a

2) Memoria de calidades, relativa,
principales obras y elementos de
ejecutar.ADMINISTRACION
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3) Definición de
abastecimientQs
financiación.

los recursos disponibles para
básicos, modo de obtención

los
y

4) Características básicas de la red de evacuación de
aguas que se prevé diseñar, indicando su carácter
separativo o no; su capacidad de drenaje,
dimensionándola con el potencial aproximado de
efluentes a soportar, tanto pluviales como
residuales, ya tengan su origen en el ámbito del
Programa o bien en posibles aportes exteriores; punto
o puntos de vertido y calidad de éste, en relación
con su depuración e impacto ambiental.

5) Capacidad portante de la red
directrices para la implantación
servicios de urbanización.

viaria
de los

y las
demás

4.2. En el caso de gestión indirecta, se formulará una
propuesta de convenio urbanístico a suscribir entre el
adjudicatario, la Administración actuante y los
propietarios afectados que voluntariamente quieran ser
parte en él, donde se hará constar los compromisos,
plazos, garantías y penalizaciones que regularán la
adjudicación. En caso de gestión directa, el convenio se
sustituirá por una relación precisa de los compromisos
asumidos.

4.3. Una proposición jurídico-económica comprensiva de los
siguientes aspectos:

a) Desarrollo de las relaciones entre el urbanizador
y los propietarios justificando en su caso la
disponibilidad de aquél sobre los terrenos de éstos,
los acuerdos ya alcanzados y 'las disposiciones
relativas al modo de retribución del urbanizador.

b) Estimación de la totalidad de los gastos de
urbanización, de acuerdo con lo establecido en el
artículo 115. No obstante, la estimación de las
indemnizaciones a que se refiere la letra g) del
número 1 del artículo 115 no se tendrá en
consideración como criterio de adjudicación del
correspondiente Programa de Actuación Urbanizadora.

c) Proporción o parte de los solares resultantes de
la actuación constitutiva de la retribución del
urbanizador o definición de las. cuotas cuando se
prevea el pago en metálico, expresándose si le
corresponde recibir algún recargo sobre la estimación
de gastos de urbanjzación en concepto de beneficio o
retribución de la gestión.
A los efectos de determinar la proporción o parte de
los solares resultantes de la actuación constitutiva
de la retribución del urbanizador se considerará lo
dispuesto en la normativa estatal respecto de la
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valoración del suelo en régimen de equidistribución
de beneficios y cargas.

d) Incidencia económica, estimada ·tanto en términos
de valoración de los terrenos que hayan de
adj udicársele como en su cuantificación y modo de
adquisición, de los compromisos que interese adquirir
el urbanizador, ya sean con la finalidad de efectuar
aportaciones al patrimonio municipal de suelo, de
realizar obras adicionales a las mínimas establecidas
legalmente o de afectar dichos terrenos a la
edificación con criterios de eficiencia ecológica que
reglamentariamente se determinen o con fines de
interés social".

y por último el artículo 111 procede a la regulación de
los "Proyectos de Urbanización":

"1. Los Proyectos de Urbanización son proyectos de obras
que definen los detalles técnicos de las obras públicas
previstas por los Planes. Se redactarán con precisl0n
suficiente para poder ser ejecutados, eventualmente, bajo
la dirección de técnico distinto a su redactor. Toda obra
pública de urbanización, sea ejecutqda en régimen de
actuación urbanizadora o edificatoria, requerirá la
elaboración de un Proyecto de Urbanización, su aprobación
administrativa y la previa publicación de ésta en el
«Boletín Oficial de la Provincia».
2. Los proyectos a que se refiere el número anterior
contendrán una Memoria descriptiva de las características
de las obras, planos de proyecto y de detalle, mediciones,
cuadro de precios, presupuesto y pliego de condiciones de
las obras y servicios.
3. Los Proyectos de Urbanización para actuaciones
urbanizadoras se someterán al procedimiento de aprobación
propio de los Programas de Actuación Urbanizadora, salvo
en lo relativo a la competencia entre iniciativas, y, en
su defecto, al previsto para los Planes Parciales. Será
innecesaria la información pública separada cuando se
tramiten junto con Planes o Programas de Actuación
Urbanizadora.
Los Proyectos de Urbanización precisos para las
actuaciones edificatorias se aprobarán por el Municipio
por el procedimiento que dispongan las Ordenanzas
Municipales.
Cuando se trate de proyectos de obra pública ordinaria o
de proyectos de urbanización simplificados para la mera
reparación, renovación o introducción de mejoras
ordinarias en obras o servicios ya existentes sin alterar
el destino urbanístico del suelo, será innecesaria la
exposición al público previa a su aprobación
administrativa ll

•

CUARTO. - Partiendo de que acto administrativo es aquél que
expresa un deseo, conocimiento o voluntad de una
Administración pública en el ejercicio de potestades públicas,
y que la pre·tensión· del recurrente se determina tanto por el
anuncio del recurso como por la demanda y su suplico, debemos
concretar en primer lugar cual es el objeto de este
procedimiento y por ello lo que resulta controvertido. Después
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de la ampliación acordada, se recurre la resolución de 7 de
febrero de 2013 en la que estima parcialmente el recurso de
reposición interpuesto por la entidad mercantil CERQUIA
URBANIA S.L contra el acuerdo de la Junta de Gobierno local de
30 de abril de 2010 por el que se aprueba parcialmente la
retasación de los gastos de urbanización del Sector SP-40 "el
Ruiseñor", y de tales resoluciones podemos concluir que la
retasación solicitada por el agente urbanizador se aprueba por
el Ayuntamiento exclusivamente en cuanto dos conceptos que son
los que resultan impugnados por la recurrente y en sus
cuantías correspondientes y que a su vez y con relación a la
primera supone un reconocimiento parcial de la pretensión del
recurrente originaria de este procedimientos:

a) Modificación del capítulo de jardinería de las zonas
verdes con motivo de la incorporación del proyecto de
Pasillo Verde Carril Bíci.- 154.711,10 euros.

b) Incorporación ex novo en el Proyecto de Urbanización
del cerramiento especial exigido por ADIF en toda la
zona del sector limítrofe con la vía del ferrocarril.­
53.347,24 euros.

Por la recurrente se pretende y en cuanto al primer
concepto y partida que se estime la impugnación y se determine
la cuantía de la retasación en la de 149.342,23 euros, que es
la que resulta de deducir de la reconocida por la
administración la cuantía de 5.386,87 euros correspondiente al
importe de los trabajos de ejecución de la senda peatonal que
dej a de ej ecutarse por la incorporación del carril bici. En
cuanto al segundo concepto, y no siendo una partida
susceptible de retasación, pretende su eliminación, y
subsidiariamente de conformidad con el suplico de su demanda
que se estime en la cuantía máxima de ejecución de 40.081,00
euros.

Entrando en el fondo del asunto y en cuanto a la validez
y eficacia de las resoluciones recurridas, partiendo de la
base de que "la retasación de cargas, que en el articulo 115.4
TRLOTAU se funda en la aparición de circunstancias técnicas
objetivas, cuya previsión por el urbanizador no hubiera sido
posible con ocasión de la elaboración del proyecto de
urbanización", solo podemos concluir con la· desestimación del
recurso interpuesto por la entidad mercantil CERQUIA URBANIA
S.L, ya que no se ha desvirtuado la tasación efectuada por la
administración ni la procedencia de los conceptos.

En primer lugar y en cuanto a la deducción de la cuantía
de 5.386,87 euros correspondiente al importe de los trabajos
de ejecución de la senda peatonal que deja de ejecutarse por
la incorporación del carril bici, no podemos aceptar sin mayor
fundamentación ni acreditación tal deducción y solo podemos
atenernos a los informes técnicos que h? determinado el
dictado de la resolución de 7 de febrero de 2013 y que se han
aportado por la recurrente, y tomando como base los folios
13, 14 y 15 del expediente administrativo y el informe de 29
de noviembre de 2012 unido al ramo de prueba de la recurrente
y de la Arquitecto Municipal.
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y en segundo lugar y en cuanto al cerramiento especial
exigido por ADIF en toda la zona del sector limítrofe con la
vía del ferrocarril, tampoco podemos excluirlos de la
retasación y tampoco podemos aceptar la valoración dada sin
mayor fundamentación ni acreditación y ello de conformidad con
los informes que constan eh el expediente administrativo del
folio 22 al 33. Debemos traer a colación el artículo 39 de la
Real Decreto 2387/2004, de 30 de diciembre, por el que se
aprueba el Reg+amento del Sector Ferroviario (BOE 31 Diciembre
2004) que regula el ~Cerramiento de las
líneas ferroviarias para garantizar la seguridad en el
tráfico ferroviario":

"1. Las líneas ferroviarias de alta velocidad deberán
tener in€talado un cerramiento, a ambos lados de la vía,
en todo su recorrido.
2. Las lineas ferroviarias convencionales deberán tener
instalado un cerramiento, a ambos lados de la via, en los
tramos en los que esté permitido circular a una velocidad
superior a 160 kilómetros por hora y, en todo caso, en los
calificados como suelo urbano.
La calificación de un suelo no urbanizable como urbano o
urbanizable obligará a su propietario a disponer en las
líneas ferroviarias que lo atraviesen, a su costa y con
los condicionamientos técnicos que determine el
administrador de infraestructuras ferroviarias, de un
cerramiento cuando se realicen las actuaciones
urbanisticas correspondientes a la nueva calificación. Con
carácter excepcional, por las especiales características
de la línea ferroviaria de que se trate, la Dirección
General de Ferrocarriles podrá ordenar la realización del
ci tado cerramiento antes de que se inicie la actuación
urbanística correspondiente.
3. Las nuevas líneas ferroviarias que se construyan
deberán tener instalado un cerramiento, a ambos lados de
la vía y,en todo su recorrido".

Tal reglamento es consecuencia de la Ley 39/2003, de 17 de
noviembre, del Sector Ferroviario (BOE 18 Noviembre 2003) y a
su Disposición transitoria sexta Normativa aplicable en
materia de seguridad, que establece que:

~En tanto no se desarrollen reglamentariamente las
previsiones contenidas· eh esta ley en lo relativo a las
exigencias de seguridad en la construcción y explotación
de infraestructuras y al tráfico ferroviario, regirán las
disposiciones actualmente aplicables. La nueva normativa
deberá, como mínimo, mantener los niveles de seguridad
actualmente vigentes".

Por lo tanto podemos concluir que Real Decreto 2387/2004,
de 30 de diciembre, por el que se aprueba
el Reglamento del Sector Ferroviario (BOE 31 Diciembre 2004,
entro en vigor según su Disposición final segunda el día
siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial del
Estado, por lo que en el momento de la presentación de la
alternativa técnica y de su aprobación el 5 de agosto de 2004
difícilmente se podía hacer prevención alguna~n cuanto a los
gastos que ahora se ha retasado y han sido objeto de
impugnación.
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Debemos traer a colación la sentencia del Tribunal
Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana, Sala de lo
Contencioso-administrativo, Sección 1 a, S de 26 de junio de
2009:

"SÉPTIMO. - En cuanto al tema del coste de obras, esta
Sala, al tratar de la retasación, en sentencia de 9 de
noviembre de 2007, dictada el Rollo de apelación n°
1413/2007 , ha puesto de manifiesto que
La retasación de cargas, en el marco de los procedimientos
de gestión indirecta que articula y desarrolla la LRAU, ha
sido y es un concepto controvertido, pues casa mal con el
sistema de selección del urbanizador por medio de concurso
público, hasta el punto de llegar a constituir en ciertos
casos una corrupción del sistema, pues través de la
retasación se puede desvirtuar notablemente los principios
de libre concurrencia en la que pretende ampararse los
métodos de gestión indirecta que articula la LRAU.
Acaso, lo correcto desde el punto de vista legislativo,
hubiera sido que, el importe máximo de los costes de
urbanización, no pudiera superar el ofertado en la
proposición jurídico-económica.
No ocurre así, ni en la LRAU, ni en la LUV, aunque esta
última ya contiene una importante restricción, en la
medida en que la retasación no puede implicar un
incremento del importe de las cargas previsto en la
proposición jurídico-económica superior al 20 %. Lo que ya
es algo, pues de lo contrario, se podía producir paradojas
como la que estos autos contemplan, en los que el
incremento de coste se aproxima al 70%.
A raíz de la patología que significa la retasación, esta
Sala ha tenido ocasión de pronunciarse reiteradamente en
el sentido de que las causas de retasación no son otras
que las que previene la Ley, y además son siempre de
interpretación restrictiva.
Por otra· parte, esta Sala en la misma línea, ya se
anticipó, .en cierta medida, a la limitación del incremento
que señala la LUV, y a través de s'u seCClon 2 a, en
sentencias de 3 de diciembre de 2004, 28 de mayo de 2004,
17 de diciembre de 2004, y 4 de abril de 2005 , dijo que:
"la aprobación de una modificación del proyecto de
urbanización que esencialmente es otro y.distinto, vulnera
el principio de confianza legítima del Agente Urbanizador,
sin que el cambio de criterio de la administración le
obligue a asumir unos mayores costes de urbanizaciÓn ll

•

Estos mismos argumentos, que van referidos al urbanizador,
son extensibles, en su justa medida, a los propietarios
afectados por la acción urbanizadora, pues también ellos
han visto vulnerada su confianza legítima en 10 referido
al importe de los costes de urbanización, que ven cómo se
multiplican irremediablemente.
Por ello seguimos afirmando que, las causas que menciona
el ArtO 67. 3° de la LRAU , son siempre de interpretación
restrictiva, de forma que, solo es fact~ble la retasación,
en los supuestos en los que el aumento "obedezca a causas
objetivas, imprevisibles para el urbanizador, al
comprometerse a ejecutar la urbanización" , 10 que
seguramente, solo tiene lugar en los dos supuestos
siguientes: de una parte, cuando transcurrido un periodo
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de tiempo no se haya iniciado la ejecución por causas no
imputables a este; y de otra, cuando existan variaciones
en el proyecto ~puestas por cambios legislativos, o por
decisiones de las administraciones públicas, en función de
causas de interés general, muy l~itadas".

Por todo ello procede la desestimación integra de la
demanda y la confirmación de la resolución recurrida.

QUINTO. - A pesar de desestimarse la recurso no podemos dej ar
de referir que la resolución de 7 de febrero de 2013 ha
supuesto un reconocimiento extrajudicial de parte de la
pretensión del recurrente de forma manifiestamente
extemporánea por lo que podemos concluir que No existen
circunstancia de hecho o de derecho suficientes para hacer un
expreso pronunciamiento en cuanto a las costas devengadas en
el presente recurso, de conformidad a lo dispuesto en el
artículo 139.1 de la Ley de la Jurisdicción 29/1998.

FALLO

CON DESESTIMACIÓN DEL PRESENTE RECURSO CONTENCIOSO­
ADMINISTRATIVO TRAMITADO EN EL PROCEDIMIENTO ORDINARIO N°
149/2011, interpuesto por la entidad mercantil CERQUIA URBANIA
S.L, representado/da por el/la Procurador/ra de los
Tribunales Don/Doña María Teresa López Manrique, contra el
Excmo. Ayuntamie'hto de Guadalajara, representado/da por el/la
letrado/da Don/Doña Miguel Ángel de la Torre Mora, y contra la
entidad mercantil QUABIT INMOBILIARIA S.A (HERCESA
INMOBILIARIA S. A. - AFIRMA GRUPO INMOBILIARIO S. A) ,
representado/da por el/la Procurador/ra de los Tribunales
Don/Doña María Carmen López Muñoz, y contra la resolución de 7
de febrero de 2013 en la que estima parcialmente el recurso de
reposición interpuesto por la entidad mercantil CERQUIA
URBANIA S.L contra el acuerdo de la Junta de Gobierno local de
30 de abril de 2010 por el que se aprueba parcialmente la
retasación de los gastos de urbanización del Sector SP-40 uel
Ruiseñor", 'DEBO ACORDAR Y ACUERDO que los actos
administrativos recurridos son conformes a derecho en su
totalidad, en relación con los extremos objeto de impugnación,
por lo que los CONFIRMAR Y CONFIRMO en los términos de la
impugnación. SIN REALIZAR ESPECIAL PRONUNCIAMIENTO EN CUANTO A
LAS COSTAS.

Contra esta resolución cabe interponer recurso de
apelación ante este Tribunal en el plazo de quince días a
partir del siguiente al de su notificación, y debiendo
necesariamente todo el que pretende recurrir consignar en la
cuenta de consignaciones de este juzgado el depósito (50 euros
si se trata del recurso de apelación o' de rescisión de
sentencia firma a instancia del rebelde), en la cuenta abierta
en la oficina de la entidad BANESTO (sita en la C/Mayor nO 12
de Guadalaj ara) (nO cuenta 0367 0000 93 0149.11), establecido
por la Disposición Adicional Decimoquinta de la Ley Orgánica
1/2009 de 3 d~ noviembre, presentándose la copia del resguardo
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o la orden de ingreso, y no admitiéndose a trámite ningún
recurso cuyo deposito no esté constituido.

Es por esta mi sentencia definitivamente juzgando, así lo
acuerdo, mando y firmo.

PUBLICACIÓN.- La anterior sentencia ha sido leída y publicada
en el siguiente día hábil de su fecha por el Ilma. Sra.
Magistrado Juez que la dicto hallándose celebrando audiencia
pública en el lugar de costumbre.; Doy fe.



Concuerda bien y fielmente con su original al que me
remi to y, para que así conste, extiendo y firmo el presente

i\.V:MIN¡STRACION testimonio en GUADALAJARA, a veinticinco de Febrero de dos mil
.;EJUSTICIA dieciséis.

EL/LA LETRADO DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA




